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    Prólogo


    En defensa de los acuerdos fundantes de la democracia[*]


    Este Informe se cierra en una coyuntura muy particular en materia de derechos humanos. Una cantidad de decisiones, medidas y hechos afectan negativamente cuestiones críticas de la agenda y los mecanismos de protección de derechos en la Argentina. No se trata de hacer una caracterización global del proyecto que lleva adelante la alianza Cambiemos, sino de señalar una preocupante convergencia de acciones y decisiones políticas y judiciales que erosionan aspectos nodales del sistema de derechos humanos en el país.


    El martes 1º de agosto de 2017 decenas de efectivos de la Gendarmería Nacional Argentina –una de las instituciones federales de seguridad– ingresaron de manera irregular y violenta al territorio que la comunidad mapuche Pu Lof reclama como propio en Cushamen, provincia de Chubut. El 31 de julio el joven Santiago Maldonado, de 28 años, decidió sumarse a un corte de ruta de la comunidad en reclamo de la libertad de uno de sus referentes, que fue despejado por la Gendarmería Nacional con la orden judicial de desalojar la ruta. Unas horas después un grupo de entre ocho y diez personas regresó a la ruta y los gendarmes lo reprimieron con suma violencia. Apartándose de los protocolos de actuación, los gendarmes portaban hachas, dispararon balas de goma y arrojaron piedras. Cuando los manifestantes se replegaron en el territorio donde vive la comunidad, los agentes los persiguieron e ingresaron al predio sin autorización judicial. La justificación posterior fue que, como los manifestantes les arrojaban piedras, era necesario hacer cesar esa acción y, por lo tanto, detener a quienes la estaban cometiendo. En los días previos, el jefe de Gabinete del Ministerio de Seguridad de la Nación Pablo Noceti había dicho que utilizarían la figura de “flagrancia” para detener a los miembros de esta comunidad, con quienes –dijo– no había nada que hablar. Con esa excusa, más de cincuenta gendarmes permanecieron cinco horas dentro del territorio en cuestión. Persiguieron a los jóvenes que habían cortado la ruta, allanaron las viviendas, quemaron pertenencias de las familias y secuestraron teléfonos, herramientas de trabajo y libros. Las fotografías de estos elementos de trabajo fueron presentadas a la prensa como si se tratara de armamento propio de un movimiento insurgente. Todo esto sin orden judicial.


    No se trataba de la primera respuesta represiva en el lugar. En enero de 2017 hubo allí tres operativos cruentos, uno protagonizado por la Gendarmería y dos por la policía provincial, que incluyeron el uso de balas de goma y de plomo, ocasionaron heridos graves y causas judiciales contra integrantes de la comunidad. En esos operativos las fuerzas de seguridad utilizaron autos particulares sin identificación y parte del personal estaba encapuchado. Desde 2016, ese conflicto de tierras había sido señalado por el gobierno nacional como uno de los principales riesgos en materia de seguridad nacional, sin argumentos ni evidencia que abonaran esa posición.


    Santiago Maldonado fue visto por última vez con vida mientras huía de la persecución de la Gendarmería. Con el paso de los días el caso se volvió central en la agenda pública y acaparó la atención nacional e internacional. Permaneció desaparecido cerca de tres meses. El 17 de octubre un cuerpo sin vida fue encontrado en el río Chubut, en el marco de un rastrillaje ordenado por un nuevo juez a cargo de la investigación, y fue luego identificado como Santiago Maldonado. Los primeros resultados parciales de la autopsia revelan que es menos probable que el cuerpo haya sido objeto de agresiones directas, como heridas causadas por armas. Sin embargo, hay resultados de diferentes estudios pendientes así como la reconstrucción precisa de las circunstancias que rodearon su muerte.


    Mientras que las causas exactas de la muerte no han sido esclarecidas, algunos hechos son contundentes: la respuesta del gobierno nacional, a cargo de la fuerza de seguridad que intervino, y la investigación inicial para encontrar a Santiago Maldonado e identificar las responsabilidades de su desaparición fueron muy deficientes.


    Desde el primer momento, la familia de Santiago Maldonado y los organismos de derechos humanos instaron a las autoridades a buscarlo e investigar si la Gendarmería tenía algo que ver con su desaparición. El Poder Judicial demoró decisiones y medidas claves, críticas en su temporalidad, como la separación de la Gendarmería de la investigación. Pasaron semanas antes de que se emprendieran los esfuerzos de búsqueda cruciales. Desde el inicio, la respuesta del gobierno se mantuvo, con escasas excepciones, en dos ejes: descartar públicamente la participación de la Gendarmería y plantear hipótesis endebles. Las afirmaciones en este sentido fueron constantes, infundadas y ofensivas, y ajenas a la extrema gravedad del hecho. Desde la ministra a cargo de esa fuerza, que afirmó ante el Senado de la Nación que no tiraría “gendarmes por la ventana” cuando se le demandaba que separara preventivamente a determinados agentes, hasta una de las máximas representantes políticas de Cambiemos que, a más de dos meses de su desaparición, afirmó que había un “veinte por ciento de posibilidades de que Santiago Maldonado esté en Chile”, supuestamente por propia voluntad y con motivaciones políticas. Estas y otras intervenciones parecen desconocer la extrema gravedad del hecho y resultaron muy ofensivas para sus familiares y en general para la población movilizada por el caso. Debemos notar, no obstante, que luego algunas diligencias del Poder Judicial fueron de relevancia para hallar el cuerpo, tras meses de inoperancia.


    El gobierno nacional hizo una defensa corporativa de la Gendarmería. Esto implicó que durante semanas no se brindara información sobre el operativo al Poder Judicial y que hasta ahora ningún gendarme haya sido siquiera sancionado por ilegalidades tales como arrojar piedras a los manifestantes, hacer una hoguera con las pertenencias de la comunidad o mentir públicamente y en actuaciones administrativas sobre el operativo. La incondicionalidad de las autoridades con la Gendarmería contribuyó a que los agentes no se vieran comprometidos a contradecir las falaces e incompletas versiones oficiales de sus superiores. En vez de liderar la investigación y aportar toda la información al Poder Judicial para encontrar a Maldonado, el gobierno nacional se mostró incondicional con la fuerza de seguridad involucrada y encaró una estrategia agresiva de desinformación que día tras día puso a circular hipótesis que no se encuentran en los expedientes en los que se investiga el hecho.


    A trece días del hallazgo del cuerpo de Santiago Maldonado, el presidente Mauricio Macri declaró: “Para mí es tan inocente un gendarme como un ciudadano común”. Esta forma de presentar el conflicto como una disputa entre particulares con iguales derechos y obligaciones busca desdibujar las responsabilidades diferenciales del Estado. Deberes que son, además, específicos para los funcionarios de seguridad que tienen el mandato de proteger a las personas y de hacer un uso responsable de la fuerza estatal que ejercen como agentes. Toda la concepción del derecho internacional de los derechos humanos parte de esta diferencia que el jefe de Estado pretende desconocer.


    El discurso oficial legitimó la represión presentando a la comunidad como una amenaza al sistema y un enemigo interno, una fórmula que se inscribe en la insistencia en introducir “la cuestión del terrorismo” como si fuera uno de los problemas centrales de la Argentina. Desde que asumió el gobierno colocó el reclamo de comunidades mapuches por la tierra y el problema del narcotráfico entre los peligros principales de la seguridad nacional. Esto es parte de una de las líneas más consolidadas en el programa de Cambiemos: la reinscripción del país en la agenda global de las “nuevas amenazas”. Esta cuestión se deriva del realineamiento con los Estados Unidos y la relación preferencial con Israel, y coloca a la seguridad nacional y al orden público como bienes principales a ser protegidos. Tiene graves consecuencias en el diseño de las políticas y en las prácticas de las fuerzas de seguridad, ya que sus efectos no se limitan a las relaciones internacionales, sino que impactan en la concepción de la seguridad interior. Un planteo central de la agenda de “las nuevas amenazas” es identificar enemigos internos que justifican la militarización de las intervenciones. Esto se traduce en el endurecimiento de la represión policial, incorporando otras lógicas y/o armamentos. Otra vía que impulsa esta agenda a nivel global, prohibida en nuestro país, es la habilitación para que las Fuerzas Armadas actúen en cuestiones internas, como sucede en países como México y Colombia provocando verdaderas tragedias en materia de derechos humanos. De hecho, desde 2015, de diferentes formas y en distintos momentos, algunos voceros del gobierno han puesto en duda la pertinencia de sostener el principio de demarcación entre seguridad interior y defensa nacional.


    En general, desde 2015 el gobierno asumió una posición muy adversa a la protesta social y a la movilización pública como formas de expresión e interpelación a las autoridades. Desde el Ministerio de Seguridad esto se tradujo en normativas como el llamado “protocolo antipiquetes” y en represiones que causaron heridos de gravedad, especialmente durante 2017. En una espiral de represión y criminalización, la marcha de decenas de miles de personas que colmaron la Plaza de Mayo el 1º de septiembre de 2017, para reclamar por Santiago Maldonado a un mes de su desaparición, culminó con graves hechos de violencia policial, en un operativo marcado por la ilegalidad, los abusos, la infiltración, las detenciones arbitrarias y las acusaciones infundadas. En las marchas que la familia convocó cada vez que se cumplió un nuevo mes desde los hechos, se reiteraron situaciones de represión y abuso policial. El gobierno nacional hizo circular un proyecto de ley con severas penas para quienes se cubran el rostro o porten palos durante una manifestación, lo cual demuestra que hasta la fecha no constituyen delito, pese a la prédica insistente de autoridades y sectores políticos y mediáticos.


    Esta posición restrictiva de la protesta social tiene lugar en un contexto de diversificación de los colectivos que salen a la calle a protestar y de aumento de la conflictividad social. Entre los colectivos movilizados, la novedad principal la constituye el movimiento de mujeres convocadas en torno a la consigna “Ni una menos”, que ha protagonizado masivas marchas, contra las que también se han desplegado la violencia policial y la persecución penal. El aumento de la conflictividad social está asociada al empeoramiento de indicadores socioeconómicos, entre los que se destacan los niveles de desocupación y subocupación más altos de los últimos diez años, una caída de siete puntos en la participación de los asalariados en el ingreso y un aumento de casi tres puntos de la diferencia de ingresos entre el decil más rico y el más pobre. Los datos surgen tanto de fuentes oficiales como de centros de investigación como Cifra.


    La llegada al gobierno de Cambiemos marcó desde el comienzo una fuerte transferencia de ingresos hacia los sectores más poderosos. Esto, a través de políticas como la devaluación, la eliminación o reducción de retenciones a las exportaciones –recaudación que fue en parte compensada por un drástico proceso de endeudamiento público– y el marcado aumento de las tarifas de los servicios domiciliarios, entre otras decisiones de alto impacto para la clase media y los sectores más vulnerables.


    El mismo espíritu de transferencia tuvo la derogación por decreto de la Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual, que favorece la creación y consolidación de monopolios, en detrimento de medios de comunicación de otra escala, voces y contenidos. El nivel de concentración de medios al que se ha llegado es mayor que el anterior a la derogada ley audiovisual. Este es el trasfondo de la homogeneidad creciente en los discursos dominantes y de la agenda de problemas públicos que se presenta en la prensa escrita, radial, televisiva y digital.


    La ejecución de los programas de política social ha sido dispar: algunos se mantuvieron o ampliaron, y otros redujeron su alcance en forma considerable. Un ejemplo de los ajustes drásticos en este nivel es el de las pensiones por discapacidad: en un año y medio se dieron de baja más de 170 000 pensiones por invalidez. La medida fue adoptada sin respetar el derecho a la defensa y sin notificación previa. En muchos casos la suspensión fue justificada con criterios ilegítimos, contrarios a los derechos de las personas con discapacidad.


    Otra medida del Poder Ejecutivo que marca un repliegue de normativas protectoras de derechos es el decreto de necesidad y urgencia del 30 de enero de 2017, que modificó la Ley 25 871 de Migraciones y la Ley 346 de Nacionalidad. Este decreto, cuya necesidad y urgencia no están justificadas, alteró la Ley de Migraciones sancionada en 2004 y reglamentada en 2010 luego de décadas de lucha colectiva para que la Argentina tuviera una política migratoria más democrática. El enfoque actual coloca a las personas provenientes de otros países bajo una sospecha permanente, en un nuevo contexto normativo en el que el abanico de conflictos que pueden terminar en la deportación es muy amplio.


    Las señales que ponen en alerta núcleos de la agenda de derechos humanos no provienen sólo de los discursos y acciones de los poderes ejecutivos a nivel nacional y provincial. Las posiciones negativas tienen una marcada convergencia entre medidas de gobierno y decisiones del Poder Judicial.


    La represión de la protesta tiene un correlato en la persecución penal de manifestantes y referentes sociales. Esto muestra una afinidad de criterios y acciones entre autoridades políticas y sectores judiciales para limitar la acción colectiva. El encuadramiento penal de acciones que son propias del acto de manifestar no sólo procura limitar la protesta, sino que resulta instrumental a una persecución más amplia de la organización social, política y sindical. Muchos referentes con amplia representación y legitimidad están sometidos a proceso, acusados de una variedad de figuras penales. Algunas acusaciones son muy graves y prevén penas altas. Los procesos abiertos son suficientes para afectar la organización y la movilización de diferentes colectivos. Tanto de los que están directamente involucrados en las causas como de aquellos que se ven intimidados por este accionar judicial.


    El caso extremo de esta lógica de la criminalización político-judicial es la persecución contra la Organización Barrial Túpac Amaru de la provincia de Jujuy. Su referente, Milagro Sala, fue encarcelada por hechos vinculados a una protesta social el 16 de enero de 2016, aunque el encadenamiento de causas por las que se busca justificar la prolongación de su prisión preventiva tiene motivaciones muchísimo más amplias. Su detención arbitraria activó un proceso de persecución social, política y judicial sin precedentes contra todo el colectivo al que pertenece. El espectro de acciones utilizadas contra la Túpac Amaru –entre otras: sometimiento a procesos judiciales, acciones legislativas persecutorias, restricciones en las políticas públicas, uso de la fuerza policial, estigmatización y descrédito públicos– muestra la convergencia de acciones de los diferentes poderes del Estado provincial.


    El 27 de octubre de 2016, el Grupo de Trabajo sobre Detención Arbitraria de las Naciones Unidas determinó que la detención de Sala es arbitraria y que el Estado argentino tiene que liberarla de inmediato. El 28 de julio de 2017 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) concedió una medida cautelar en favor de Sala y estableció que no puede permanecer de ningún modo en la cárcel, porque existen graves riesgos para su vida e integridad personal. Ratificó que el gobierno debe cumplir de inmediato lo que había establecido el órgano de la ONU ocho meses antes. También señaló el incumplimiento del Estado argentino de su obligación internacional de liberarla. Recién un mes después de la indicación de la CIDH, Sala fue trasladada de la cárcel a una modalidad de prisión domiciliaria, medida que luego fue revertida y al día de hoy continúa su privación preventiva de la libertad en un penal. Pese a las decisiones de los mecanismos de protección de derechos humanos y la alta exposición nacional e internacional del caso, ni el gobierno provincial ni el nacional revirtieron las prácticas de criminalización. Por el contrario, estas se extendieron hacia otros miembros de la misma organización en la provincia de Mendoza. La Corte Suprema demora desde febrero el pronunciamiento de dos recursos extraordinarios presentados por la defensa de Milagro Sala y ni siquiera ha anunciado en qué plazo piensa decidir, con un inquietante desdén por garantías fundamentales, como el principio de inocencia y de libertad durante el proceso penal.


    El de Sala es el hecho emblemático que muestra la debilitación del derecho internacional de los derechos humanos en la Argentina y, en particular, de los mecanismos internacionales de protección. Ese fue el espíritu de la decisión de la CSJN en el caso “Fontevecchia”: en un caso en el que se debatía sobre libertad de expresión, la Corte anunció que no considera vinculantes los fallos de la CIDH. Esta sentencia supone debilitar la protección judicial e internacional de las víctimas de violaciones de los derechos humanos, le quita fuerza al derecho internacional de los derechos humanos a nivel interno y al sistema interamericano de protección de derechos humanos. El gobierno no adoptó ninguna medida para contrarrestar o revertir esta grave decisión de la CSJN. De esta manera, el Estado argentino abandonó la posición vanguardista que a través de los gobiernos de la democracia había consolidado en relación con el fortalecimiento del sistema internacional de los derechos humanos y se iguala con las posiciones de los países más cuestionables de la región, en un proceso que algunos denominan de “desenganche”, “desacople” o directamente de “brexit de los derechos humanos” respecto de los mecanismos internacionales de protección.


    La integración de la Corte que tomó esta decisión incluye a los dos jueces propuestos por el gobierno a pesar de las impugnaciones presentadas por múltiples actores –entre ellos, el CELS–, justamente por las posturas regresivas que sostenían sobre la protección de derechos y la aplicación del derecho internacional de los derechos humanos, así como por sus posiciones respecto de la relación entre el derecho, la política, el mercado y el Estado, los derechos de las mujeres, entre otras cuestiones. Es oportuno recordar que, aunque luego el procedimiento fue modificado, originalmente estos jueces fueron nombrados en comisión por el presidente Mauricio Macri mediante un decreto, lo que fue ampliamente rechazado por tratarse de un mecanismo de designación irregular y de dudosa constitucionalidad. La posición de estos jueces de que el derecho internacional de los derechos humanos no debe ser vinculante en el ámbito local –que, como dijimos, es una tradición virtuosa y anterior a la reforma constitucional de 1994– fue una alerta temprana sobre decisiones y medidas inquietantes en materia de derechos humanos que se consolidaron desde entonces.


    Otro de los puntos de convergencia entre el discurso oficial y los fallos judiciales se plasmó en la decisión de la Corte de acortar la pena de un condenado por crímenes de lesa humanidad, en una muy controversial aplicación de la regla conocida como “2 por 1”. Las condiciones políticas para esta decisión se construyeron durante el gobierno de Cambiemos mediante la introducción de diferentes posiciones orientadas a relativizar la noción y gravedad del terrorismo de Estado. Esta posición política y esta decisión judicial chocaron con la respuesta social y política más amplia y contundente de los últimos años: las históricas movilizaciones masivas del 10 de mayo de 2017 en rechazo al fallo “Muiña” de la CSJN fueron seguidas de una ley prácticamente unánime del Congreso nacional –sólo un legislador votó en contra–, que es contraria a la interpretación que la mayoría de la Corte había establecido. Este acontecimiento social, político y judicial actualizó la fuerza del acuerdo nacional contrario a la impunidad de los crímenes de la dictadura, que es fundante de la democracia argentina.


    A contramano de ese consenso, a un mes de la desaparición de Maldonado y cuando el reclamo “¿A dónde está Santiago?” se había extendido a prácticamente todos los sectores sociales y políticos, la titular del Ministerio de Seguridad, Patricia Bullrich, de quien depende la Gendarmería, procuró un paralelismo entre hechos del presente que identifica como amenazas y la violencia política de los años setenta. Cuando estaba en posición de dar explicaciones por la desaparición y la búsqueda de Santiago Maldonado, afirmó: “Mientras la Argentina tenga un relato de que el mundo era de ángeles y demonios nunca vamos a asumir la verdad, porque la verdad es que los demonios no eran tan demonios ni los ángeles tan ángeles”. Su frase implica un salto hacia atrás, aún en comparación con otros funcionarios de este gobierno que también formularon afirmaciones orientadas a justificar o relativizar la gravedad de lo ocurrido durante la última dictadura, pero que no habían controvertido el carácter “demoníaco” de los hechos aberrantes, sólidamente probados en tribunales argentinos y de otros países y que forman parte de la historia universal de los atropellos contra la humanidad.


    Sus palabras revisten mayor gravedad institucional porque las enunció en calidad de ministra de Seguridad, responsable directa de las instituciones de seguridad que, entre otras, fueron responsables del Terrorismo de Estado. Hay que remontarse a discursos castrenses que han quedado por fuera de lo que se considera generalmente admisible en nuestra democracia para encontrar una reivindicación de este calibre a lo que los represores denominaron “lucha antisubversiva”. Estas posiciones se encadenan con el debilitamiento y/o el directo desmantelamiento de políticas públicas, que en años y gobiernos anteriores fueron centrales para sostener y fortalecer los juicios por delitos de lesa humanidad desde el Poder Ejecutivo.


    En un contexto regional e internacional que –más allá de los colores políticos– es adverso a los acuerdos globales en materia de derechos humanos, la respuesta del gobierno argentino ante la desaparición de Santiago Maldonado y su muerte, las represiones y los discursos puestos a circular sobre las amenazas del presente y hechos del pasado, junto con decisiones judiciales que apuntan contra algunos pilares de la democracia argentina como la lucha contra la impunidad por los crímenes de lesa humanidad y el compromiso con los sistemas internacionales de protección, ponen en alerta los núcleos de la agenda de derechos humanos en la Argentina.


    Esta situación exige resguardar y proteger principios en materia de derechos humanos de la dinámica de polarización política general. Esa es la mejor tradición social y política construida en la Argentina desde el fin de la dictadura y la base desde donde es posible defender los acuerdos de la democracia.


    


    
      
        [*] Este prólogo fue elaborado por Gastón Chillier, director ejecutivo del CELS. El autor agradece a Marcela Perelman y a Ximena Tordini, integrantes del Equipo de Trabajo.

      

    

  


  
    1. El impacto negativo de las políticas económicas en la vigencia de los derechos económicos y sociales[*]


    La asunción de la alianza Cambiemos modificó el rumbo de las políticas socioeconómicas que habían llevado adelante los gobiernos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández, primero, como salida a la grave crisis social, económica y política de 2001 y 2002, y luego, para consolidar un modelo que se propuso alinear los objetivos de crecimiento económico con los de inclusión social. Aunque la evaluación de las políticas del ciclo de gobiernos kirchneristas difiere según los analistas y los aspectos que se consideren, durante esa gestión se registraron avances y mejoras de los indicadores sociales básicos y de calidad de vida. En esos años también se reconocieron nuevos derechos sociales y se realizaron reformas normativas que restablecieron otros que en décadas anteriores habían sido restringidos.


    Los principales impactos de esta transformación son:


    


    
      	Según el Indec, en el segundo semestre de 2016[1] un 30,3% de la población era pobre, y un 6,1%, indigente. Estas cifras no pueden compararse con las de años anteriores, debido a cambios metodológicos y de composición de la canasta de consumo; al mismo tiempo, son casi tan cuestionadas como las elaboradas por el gobierno anterior. Sin embargo, diversos análisis[2] señalan un aumento significativo de la pobreza, por un lado, a causa de los efectos de la devaluación y la aceleración inflacionaria –que superaron a los salarios negociados en paritarias– y, por otro, debido a la caída de la actividad económica, que redujo los ingresos de quienes trabajan en sectores informales y de la economía popular fuera del amparo que brindan los convenios colectivos de trabajo.


      	Entre noviembre de 2015 y enero de 2017, unas 48.900 personas se quedaron sin trabajo en el sector privado, según el Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA).[3] La cantidad de desempleados en el año no fue mayor porque desde mayo el sistema incorporó nuevos registros de monotributistas debido al cambio de inscripción y no a la creación de nuevos puestos. A su vez, el Centro de Investigación y Formación de la República Argentina (Cifra)[4] señala que en dicho sector se habrían perdido casi 128.000 puestos, si se compara el cuarto trimestre de 2015 con el tercero de 2016. El informe advierte que, si bien en los últimos meses de 2016 las reducciones fueron de menor magnitud, no es posible afirmar que se hayan detenido. Estas cifras son coherentes con las de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH) del Indec, que registró que un 9,2% de la población económicamente activa estaba desempleada durante el primer trimestre de 2017,[5] mientras que en la medición de 2015 lo estaba un 5,9%. En ese trimestre de 2017, más de 4.140.000 de personas tenían problemas de empleo: casi 1.150.000 no tenían trabajo y 2.998.000 estaban subocupadas.


      	Entre el segundo trimestre de 2015 y el de 2016, la diferencia en los ingresos entre el 10% de los hogares más pobres y el decil más rico pasó de 12,3 veces a 13,8,[6] según el estudio de CEPA-Indep[7] basado en datos del Indec. Esto evidencia un aumento marcado de la desigualdad social y un cambio en la tendencia decreciente que se registraba desde 2003. Los datos del tercer trimestre de 2016[8] mostraron que la brecha volvió a subir hasta 15,1 veces, y que un 20% de la población se apropiaba de un 50% de la riqueza producida. En el cuarto trimestre del año la desigualdad se mantuvo en los mismos niveles.


      	Se agravaron las dificultades de acceso a un hábitat digno por la combinación del deterioro del poder adquisitivo de los ingresos, los aumentos en los precios de los inmuebles (en pesos o en dólares), la casi paralización de las obras públicas en general y de los programas de vivienda social en particular.

    


    La concurrencia de mayores niveles de pobreza, desempleo y desigualdad, así como la falta de acceso a la tierra y a la vivienda, lesionan gravemente el ejercicio efectivo de los derechos económicos y sociales básicos, y ponen en primera línea la discusión sobre el tipo de modelo excluyente que se está construyendo en la Argentina.


    1. Las políticas económicas de Cambiemos


    En un reciente informe, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal)[9] afirmó que, en la actualidad, América Latina “está experimentado un crecimiento económico negativo y que el proceso de reducción de la pobreza parece estar revirtiéndose” respecto de la década y media anterior. La Argentina se inscribe en esta situación regional a partir de los cambios de políticas económicas implementados a partir de diciembre de 2015 en adelante. Desde entonces se desplegó una estrategia con tres pilares: fuerte transferencia de ingresos hacia sectores de alta renta, reedición de un modelo de acumulación con acento en la primarización de la economía y realineamientos de la política exterior en marcada subordinación a los intereses de grandes corporaciones y países centrales.


    Tal como analizó el Observatorio de las Élites Argentinas de la Universidad Nacional de San Martín (Unsam), en la integración del Gabinete que asumió esta agenda resulta significativo que más de un 31% haya ocupado “alguna vez un puesto gerencial en una empresa privada” y que, en particular, “en la Jefatura de Gabinete de Ministros, la proporción de CEO llega casi al 70%”. Muchos de los funcionarios actuales (uno de cada cuatro) se desempeñaban en el sector privado al momento de ser convocados por el gobierno, fenómeno que la bibliografía especializada ha dado en llamar “puerta giratoria”. De esos ochenta y seis casos, sesenta ocupaban los puestos más altos en las empresas de origen. En su mayoría, ingresaron en el Banco Central, en los ministerios de Energía, Producción, Agroindustria y Hacienda, y también en otras carteras de peso en materia social, como la Jefatura de Gabinete, Interior y Trabajo. Además, venían de desempeñarse en tres sectores particularmente sensibles a la regulación estatal: el bancario y financiero, el energético y el de servicios profesionales (seguros, consultorías, grandes estudios jurídicos).[10]


    Las medidas adoptadas (devaluación monetaria, incremento de los precios, acuerdos salariales por debajo de la inflación, apertura comercial, paralización de obras públicas y aumento de tarifas en los servicios públicos) produjeron una contracción de la economía: según el Indec, la caída del producto bruto interno (PBI) en 2016 fue de un 2,1%.[11] Además, se llevó a cabo un fuerte reendeudamiento del país, que ha empezado a constituir una seria limitación para el uso de recursos públicos y una mayor subordinación a las fluctuaciones del mercado financiero internacional.


    Algunas de estas medidas son un claro ejemplo de los impactos negativos que estas políticas han tenido en los derechos económicos y sociales.


    Fuerte transferencia a los sectores de mayores ingresos


    El sector agropecuario fue beneficiado con la quita de los derechos de exportación que tributaban sus productos principales, mediante dos decretos que modificaron la estructura arancelaria. Por el Decreto 133/2015, se eliminaron las retenciones al trigo y al maíz y se redujeron un 5% las de la soja. El Decreto 1343/2017, por su parte, estableció una baja progresiva de las retenciones a la soja del 0,5% mensual hasta diciembre de 2018: la alícuota –que hasta fines de 2015 era de un 35%, y hasta fines de 2016, de un 30%– será de un 18% a partir de enero de 2019. Con el Decreto 349/2016, que eliminó los aranceles de exportación, el sector minero también se vio beneficiado.


    Estos impuestos tienen dos objetivos: el primero, la participación estatal en la rentabilidad de los recursos naturales; el segundo, sostener un precio para el mercado interno que sea menor que el de exportación de los productos. Levantadas estas restricciones que tendían a favorecer el mercado interno, se incrementó lo que pagan los consumidores locales de trigo y maíz. Los sectores agropecuarios y mineros experimentaron un aumento extraordinario en su rentabilidad, como resultado de la quita y reducción de estos aranceles. A ello se suma el beneficio obtenido gracias a la devaluación de la moneda de un 40%, luego de la anulación de las restricciones cambiarias en la primera semana de gestión del actual gobierno.[12]


    La transferencia de ingresos hacia el sector exportador (en particular, al agropecuario y al minero) tiene un gran impacto regresivo en la distribución del ingreso nacional. Aunque los cálculos varían según los criterios de medición –sobre todo si se tienen en cuenta o no los efectos de la devaluación– y el período del año que se considere, las estimaciones van de los 5000 a los 8115 millones de dólares.[13] El sector fue doblemente beneficiado: tuvo una eliminación o una reducción fuerte de los impuestos y sus ingresos en pesos se multiplicaron gracias a la devaluación.


    El gobierno nacional condonó deudas a empresas distribuidoras de electricidad por una cifra cercana a los 19.000 millones de pesos, tras una modificación en la Ley de Presupuesto. Estas empresas también se beneficiaron con el aumento de la tarifa de la electricidad. Otra de las medidas adoptadas (Decreto 11/2016, ratificado por el Decreto 825/2016) fue la reducción de los impuestos a los automóviles, motos y embarcaciones de alta gama, naturalmente importados, los únicos cuyas ventas aumentaron como efecto de la transferencia de ingresos.


    Casi la totalidad de las medidas estuvo orientada a profundizar el modelo extractivista concentrado en grandes empresas. Una primera muestra de sus resultados directos en la rica región de la pampa húmeda se advierte en un reciente informe de la Dirección de Estadística de la provincia de Buenos Aires.[14] Durante 2016, las exportaciones provinciales totalizaron 18.257 millones de dólares, lo que significó una disminución de un 3,2% respecto del año anterior. Cuando se desagregan los rubros, todos los productos registran fuertes caídas (por ejemplo, las exportaciones industriales se redujeron un 12,5%), a excepción de los primarios, que subieron cerca de un 19% con los cereales a la cabeza, ya que tuvieron un crecimiento del 53,5% comparado con 2015.


    Por otra parte, el costo fiscal de estas medidas dirigidas a favorecer a determinados grupos económicos fue compensado por un fuerte endeudamiento que, según el último informe de Cifra,[15] llegó a los 52.000 millones de dólares hasta octubre de 2016, contabilizando las deudas contraídas por los gobiernos nacional y provinciales y la emitida por grandes corporaciones. A su vez, el endeudamiento potenció la especulación financiera, en la medida que respaldó una fuga de capitales cercana a los 11.000 millones de dólares en los primeros nueve meses de 2016. Para sostener esta transferencia de ingresos, el presupuesto nacional de 2017 prevé que las necesidades del nuevo endeudamiento ascenderán a 40.000 millones de dólares, cuando los cambios en el escenario global impulsan la suba de las tasas de interés.


    Las modificaciones a la política fiscal y a la sustitución de recursos mediante la emisión de deuda profundizan el círculo de la desigualdad: el financiamiento de las políticas públicas dejó de recaer en los sectores de mayores ingresos para redistribuirse en toda la sociedad, que pagará con intereses las obligaciones contraídas a través de un sistema tributario socialmente regresivo.


    Contracción de la economía, destrucción del aparato productivo y pérdida de empleo


    Los datos del Estimador Mensual de Actividad Económica (EMAE) del Indec muestran que la actividad económica creció en diciembre de 2016 solo un 0,1% en relación con el mismo mes de 2015. Sin embargo, el acumulado del año indica una brusca caída, que alcanzó un 2,3% respecto del acumulado de 2015. En este contexto, la industria y la construcción presentaron cifras muy negativas durante 2016:[16] en diciembre, la primera había acumulado una reducción anual de un 4,6%, y la segunda, de un 12,7%. La contracción de la actividad económica explica la pérdida de empleos en el sector privado, que alcanzó a unas 94.000 personas en el rubro de la construcción y la industria: las estadísticas del Ministerio de Trabajo informan que, entre noviembre de 2015 y enero de 2017, el sector manufacturero había perdido 53.900 trabajadores (-4,5%), y la construcción, 40.000 (-9,6%). En el sector industrial el aumento del desempleo se debió a la disminución del mercado interno como resultado del menor poder de compra del salario, a la apertura comercial de productos importados y a la crisis de Brasil, que es el principal destino externo de las mercaderías producidas en el país y registró en 2016 una caída de un 3,6% de su producto bruto. Los puestos de trabajo que se perdieron en la construcción se explican por la escasa inversión en obra privada nueva y la suspensión de la obra pública.


    Como señala Cifra, las políticas económicas maximizaron la valorización de los instrumentos financieros a través del aumento del endeudamiento y porque las inversiones en actividades productivas no resultan atractivas en un contexto de actividad económica y demanda en contracción, de apertura comercial, de incremento en las tarifas sobre las pymes y de escasas o nulas políticas industriales, lo que hace que se vuelquen hacia la especulación financiera.[17]


    Los efectos conjugados de la menor actividad económica y de la caída del consumo aumentan la pobreza porque reducen el empleo de calidad, generan mayor informalidad –lo que a su vez condiciona las negociaciones salariales en perjuicio de los trabajadores– y disminuyen las oportunidades de empleo, así como los ingresos de los trabajadores cuentapropistas.


    Pérdida del poder adquisitivo del salario


    Uno de los impactos más ampliamente reconocidos desde el cambio de gobierno es la pérdida del poder de compra de la población. Como se observa en el cuadro 1.1, las diferentes mediciones estimaron que la inflación interanual a diciembre de 2016 se ubicó entre el 40,6 y el 43%, mientras que los aumentos salariales pactados en paritarias alcanzaron entre un 29 y un 35%. Según datos de Cifra, los salarios se incrementaron, en promedio, un 33,7%.[18] La diferencia entre estas estimaciones da cuenta, en líneas generales, de la pérdida del poder adquisitivo del salario.


    Tanto para Citra-UMET (Centro de Investigación para los Trabajadores - Universidad Metropolitana para la Educación y el Trabajo) como para Cifra, la caída del salario real de los trabajadores registrados rondó el 6,5% entre noviembre de 2015 y noviembre de 2016.[19] En cambio, para el Ministerio de Trabajo la caída del salario real no habría pasado de un 3,3%. Cuando la devaluación anterior, en enero de 2014, Cifra calculó que la reducción de la capacidad adquisitiva había sido cercana a un 4,8%,[20] lo cual también implicó una desaceleración del nivel de actividad, que se intentó frenar con diversos planes gubernamentales y que no se agravó debido a la fortaleza que ostentaban en aquel momento el mercado interno y el nivel salarial preexistentes.


    La puja salarial de 2016 se dio en un contexto en el que más de la mitad de la población que declaraba ingresos ganaba menos que el salario mínimo, vital y móvil vigente, como mostró la última medición del cuarto trimestre de la EPH del Indec.


    


    Cuadro 1.1. Variación de índices de precios al consumidor (IPC) y de niveles salariales pautados en negociaciones paritarias (sectores seleccionados)


    
      
        
        
        
        
      

      
        
          	
            Indicador

          

          	
            Período de medición

          

          	
            Variación %

          

          	
            Fuente

          
        


        
          	
            IPC

          

          	
            12/2015–12/2016

          

          	
            41

          

          	
            Dirección General de Estadísticas y Censos del GCABA

          
        


        
          	
            12/2015–12/2016

          

          	
            40,6

          

          	
            Cifra, “Informe sobre situación del mercado de trabajo”, 2/20171

          
        


        
          	
            12/2015–12/2016

          

          	
            43,4

          

          	
            Congreso de la Nación

          
        


        
          	
            Sector laboral

          

          	
            Período de pago

          

          	
            Variación %

          

          	
            Fuente

          
        


        
          	
            Docentes provincia de Buenos Aires

          

          	
            Pago en tres tramos, 2016

          

          	
            34,6

          

          	
            Cronista.com


            (6/2016)

          
        


        
          	
            Docentes CABA

          

          	
            Pago en dos tramos, 2016

          

          	
            35,6

          
        


        
          	
            Transportistas

          

          	
            Pago en tres tramos, 2016

          

          	
            29

          
        


        
          	
            Aceiteros

          

          	
            Pago en un tramo, 2016

          

          	
            38

          
        


        
          	
            Camioneros

          

          	
            Pago en cuatro tramos, 2016

          

          	
            37

          
        


        
          	
            Empleados públicos


            (Administración Pública Nacional)

          

          	
            Pago en tres tramos, 2016

          

          	
            31

          
        


        
          	
            Trabajadores de la sanidad

          

          	
            Pago en tres tramos, 2016

          

          	
            33

          
        

      
    


    1 Se trata del IPC-9 provincias, que surge de calcular un promedio ponderado –según el peso del gasto provincial– de los índices de inflación publicados por las direcciones públicas de estadísticas de Chubut (Rawson-Trelew), Jujuy, La Pampa (Santa Rosa), Misiones (Posadas), Neuquén, Salta, San Luis, Santa Fe y Tierra del Fuego (Ushuaia); disponible en <www.centrocifra.org.ar>.


    Fuente: CELS, a partir de las fuentes consignadas.


    El aumento de las tarifas de los servicios públicos también tuvo un peso relevante en la pérdida del poder adquisitivo. Pese a que el gobierno dio marcha atrás respecto de los primeros anuncios y se fijaron topes a los incrementos luego de los reclamos masivos, el tarifazo pronto se trasladó a los precios y provocó una aceleración inflacionaria. Los efectos de esta corrida para los sectores populares no fueron contrarrestados con la implementación de la tarifa social por cuatro razones:


    


    
      	En un contexto de recesión, la cantidad de familias que necesitan la tarifa social aumenta con rapidez y el sistema no incorpora con eficacia a estos nuevos beneficiarios;


      	las familias encuentran innumerables dificultades y trabas burocráticas para obtener el beneficio en los diferentes prestadores;


      	la implementación de la tarifa utiliza como principal variable los umbrales de consumo de una “familia tipo” (en el caso de la electricidad, por ejemplo, hasta 150 kV) y cuando estos son superados generan la pérdida automática del beneficio;


      	los hogares que precisan la ayuda estatal no están constituidos por “familias tipo”, en la medida que tienen instalaciones y equipamientos deficientes e insuficientes que los llevan a consumir más.

    


    Los fuertes aumentos de los precios de la canasta básica de alimentos y de los alquileres impactaron con mayor fuerza en los sectores de menores recursos y acentuaron los cambios en la distribución del ingreso.[21] Este efecto desigual de las medidas económicas se confirma en el estudio de CEPA-Indep:[22] entre los segundos trimestres de 2015 y 2016 se produjo una caída de los ingresos reales mucho más pronunciada para los hogares de los sectores bajos (cerca de un 20%) y también una sensible pérdida en los de los sectores medios. Al mismo tiempo, se verificó un incremento en el poder adquisitivo de los hogares de mayores ingresos de entre un 2,59% y un 6,15%, según como se calculen los ingresos medios (individuales o por hogar).


    2. Políticas sociales para amortiguar el ajuste


    Durante 2016, la contracción de la actividad económica, la reducida oferta de empleo y el impacto de la inflación en los hogares de menores recursos fueron parte del patrón regresivo en la distribución del ingreso. A este deterioro del panorama social, se le debe añadir la caída de la recaudación tributaria. Esto redujo la incidencia de las políticas sociales que, en el último decenio, habían respondido a las demandas de amplios sectores.


    La inversión en servicios sociales fue una prioridad de la actual gestión: al tercer trimestre de 2016, esa finalidad alcanzó el 61% del gasto acumulado total de la Administración Pública Nacional (APN), se ejecutó a mayor velocidad que el gasto global e implicó un ascenso de un 34,9% con respecto al mismo período de 2015. Si bien la participación de los servicios sociales en el presupuesto global se mantuvo en los niveles elevados de la última década, el aumento interanual no superó la inflación, ni tampoco los aumentos que lo precedieron. En 2015 hubo un incremento interanual de un 43,9% respecto de 2014; en 2014 fue de un 35,8% respecto de 2013; y en 2013, de un 35,5% en relación con 2012. En todos los casos, los aumentos habían permitido sostener los ingresos. Ahora, como se observa, el gobierno mantuvo la inversión social como uno de los ejes de su gestión, pero la magnitud no alcanzó a cubrir las necesidades crecientes de una población afectada por la pérdida del empleo, la suba de las tarifas y el aumento de los precios.


    Jubilaciones y asignaciones con movilidades retrasadas


    El principal componente de la política social del Estado nacional es el sistema de seguridad social: jubilaciones, pensiones y asignaciones familiares. Estas acciones representan un 43% del gasto total de la APN previsto para 2016, y un 11,5% del PBI. Sin duda, es uno de los principales instrumentos de cualquier gestión y tiene relevancia macroeconómica. Las erogaciones en jubilaciones y pensiones aumentaron un 38% en términos interanuales, y las correspondientes a asignaciones familiares y a AUH, un 59,4%.


    Buena parte de este incremento responde a normas sancionadas antes del cambio de gobierno en diciembre de 2015: en primer lugar, se debe a la movilidad de los haberes jubilatorios establecida en la Ley 26.417 de 2008; luego, a la extensión de dicha movilidad a las asignaciones familiares y a la AUH, mediante la sanción de la Ley 27.160 en julio de 2015; y por último, durante 2016, al ingreso al sistema previsional de más de 700.000 personas, incorporadas gracias a la Ley 26.970 de regularización de deudas previsionales, sancionada en septiembre de 2014. Estas medidas se complementan con otras tres de la actual gestión. Por un lado, el Decreto 492/2016, que duplicó el monto tope de ingreso familiar para recibir la asignación a 60.000 pesos por mes. Por otro, la ampliación mediante el Decreto 593/2016, que extendió el beneficio de la AUH a los monotributistas. Según datos de la Anses, ambas medidas generaron, al tercer trimestre de 2016, 650.000 nuevos receptores de asignaciones familiares. Sin embargo, este crecimiento es una modificación de la estructura del sistema de asignaciones, y no una ampliación de su alcance. En efecto, el sistema de asignaciones familiares se implementa a través de tres modalidades: las asignaciones no contributivas (como la AUH), las asignaciones familiares contributivas (destinadas sobre todo a los hijos de los trabajadores en relación de dependencia) y las asignaciones mediante el crédito fiscal a través de la deducción por hijo que realizan los asalariados formales cuyos ingresos superan el mínimo no imponible de la cuarta categoría del impuesto a las ganancias. Al duplicarse el monto tope de ingreso familiar, asalariados de altos ingresos, que antes descontaban las cargas de sus hijos del pago del impuesto a las ganancias, pasaron a pertenecer al conjunto de quienes reciben las asignaciones como salario familiar complementario.


    Por último, en junio de 2016, el Congreso aprobó la Ley 27.260 denominada de Reparación Histórica para los Jubilados. Si bien es prematuro evaluar el impacto fiscal y en los ingresos de esta medida, a finales de diciembre de ese año, casi 900.000 jubilados accedieron a los acuerdos voluntarios de reajuste de haberes, según informaron las autoridades.


    En la actualidad, de los 7 millones de jubilados y pensionados, 3,1 millones ingresaron mediante el sistema de reparto, 3,3 millones fueron incluidos por las moratorias previsionales, casi 300.000 provienen del anterior sistema de capitalización, y poco más de 130.000, de las ex cajas provinciales absorbidas por la Anses. Estas prestaciones se rigen por la Ley 26.417 de Movilidad de las Prestaciones del Régimen Previsional Público, sancionada en octubre de 2008. De acuerdo con esta norma, los últimos aumentos semestrales acumularon un incremento de un 31,7%, lo que dejó el haber mínimo mensual en 5661 pesos y el haber medio, en 6617. Se trata de un aumento cercano a la media de la década 2006-2016 (28,2% anual), pero menor al incremento interanual entre 2014 y 2015 (33,03%), que, por primera vez desde el establecimiento de la movilidad jubilatoria, no supera el índice de inflación. Esto, a su vez, se extendió a todas las asignaciones familiares y a la AUH, afectadas por el mismo índice de movilidad desde 2015, y también al casi millón y medio de beneficiarios de pensiones no contributivas.[23]


    Esta situación se debe a la dinámica propia que adquirieron los factores que componen el índice de movilidad establecido por la Ley 26.417[24] de 2008. Este índice se implementó con el objeto de impedir que los haberes jubilatorios y de asignaciones se desacoplaran de la evolución de los salarios y, a la vez, de que se contemplara la sustentabilidad del sistema previsional. Sin embargo, en un contexto de caída de la actividad económica, de la recaudación tributaria y del poder adquisitivo de los salarios, la movilidad jubilatoria se convirtió en una polea de transmisión de la dinámica regresiva general. A lo largo del año, en este marco de caída de los ingresos de las jubilaciones, pensiones y asignaciones, el gobierno entregó a los titulares de AUH y a los jubilados con el haber mínimo tres sumas fijas que no alcanzaron para recuperar el poder adquisitivo erosionado.


    Finalmente, es importante señalar la sanción de otro título de la misma Ley 27.260, que estableció un amplio mecanismo de blanqueo de capitales y la venta de los activos del Fondo de Garantía de Sustentabilidad de la Anses, con el argumento débilmente fundamentado de poder cancelar las deudas previsionales, reajustar los haberes y cumplir con el dictamen de la Corte Suprema de Justicia de la Nación acerca de la devolución de los fondos retenidos a las provincias en los años anteriores. Aún es prematuro evaluar el impacto del reajuste de los haberes en los ingresos de los jubilados, pero a fines de 2016 la medida alcanzaba sólo a un 10% de la población pasiva, que además es la de mayores ingresos, y excluyó a quienes se jubilaron por moratoria o aportaron como monotributistas o autónomos.


    El articulado de la norma contiene otros aspectos que también involucran cambios profundos de orientación con respecto al diseño de la seguridad social, como la creación de la pensión universal para el adulto mayor. Esta consiste en una prestación vitalicia no contributiva, para las personas de 65 años o más, que no sean beneficiarias de jubilación, pensión o retiro alguno. El monto equivale al 80% del haber mínimo y se ajustará de acuerdo con la Ley de Movilidad. Esta nueva prestación fija la edad para obtener el beneficio en 65 años para ambos sexos; es decir, se eleva cinco años la edad jubilatoria de las mujeres. La medida contrasta con las moratorias previas, por las que ingresaron más de 3 millones de personas al sistema previsional, de las cuales más del 70% fueron mujeres. Además, establece la incompatibilidad con el cobro de una pensión o retiro, lo que inhabilita el cobro de un beneficio complementario.


    Por último, se creó el Consejo de Sustentabilidad Previsional, cuya misión es elaborar en tres años un proyecto integral de reforma jubilatoria. Esta es una fuerte demanda de las entidades multilaterales de crédito, que sugieren aumentar las edades jubilatorias, restablecer el sistema de capitalización y recortar las actualizaciones semestrales fijadas en la Ley 26.417. Como parte de estas recomendaciones y del ajuste económico en marcha, el gobierno intentó modificar –hasta el momento, sin éxito– la metodología de cálculo establecida en la ley para reducir la actualización de los haberes. Sin embargo, a través de la Resolución 188-E/2017, el Ministerio de Trabajo creó la “Comisión para la Elaboración de un Anteproyecto de Código de la Seguridad Social” que intentará transformar el sistema de jubilaciones de manera estructural.


    Oscilaciones en la ejecución de políticas de promoción laboral y asistencia social


    Además de las políticas de seguridad social, el Estado implementa numerosas acciones de promoción y asistencia social. Se trata de programas muy distintos entre sí, con objetivos y poblaciones destinatarias diversos, llevados adelante por múltiples organismos, dependientes de diferentes ministerios, como los de Desarrollo Social; Trabajo, Empleo y Seguridad Social; Salud, Interior, Obras Públicas y Vivienda, a los que se suman las acciones de la Anses, el Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social (Inaes) o el Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales, entre otros. La aplicación de los programas tiene muy distintos niveles de prioridad: mientras que el plan Argentina Trabaja muestra un alto nivel de ejecución, otros, como Acciones para la Provisión de Tierras para el Hábitat Social, el Inaes o los destinados a la niñez, la adolescencia y la familia tuvieron muy bajo nivel de implementación.


    En 2016, los programas que otorgan un ingreso social con trabajo, en particular Argentina Trabaja, se convirtieron en un elemento central de la política del gobierno en su relación con algunas organizaciones sociales. Si bien no se otorgaron nuevas inscripciones durante el año y el alcance se mantuvo en 120.000 beneficiarios, al tercer trimestre de 2016 el programa llevaba devengado un 42% más que durante el mismo período de 2015. El estipendio que recibe cada cooperativista tuvo tres actualizaciones en el año, y totalizó un 47% de aumento respecto de octubre de 2014, cuando había sido actualizado por última vez.


    La movilización de las organizaciones sociales condujo a una negociación con el gobierno en la que se acordó el pago de un bono de 2030 pesos y un aumento a principios de 2017, que llevaría el ingreso de los cooperativistas a 4030 pesos. Al mismo tiempo, la actual gestión introdujo en el plan un cambio clave: la calificación de algunas organizaciones como Unidades Ejecutoras, autorizadas a gestionar los fondos destinados a la compra de insumos de trabajo, algo que antes sólo realizaban los municipios, las gobernaciones o el Inaes. Asimismo, en el marco de las negociaciones, se sancionó la Ley 27.345 de Emergencia Social, que crea el Consejo de la Economía Popular y el Salario Social Complementario y el Registro Nacional de la Economía Popular. La norma asigna recursos para financiar las nuevas instituciones que definirán las políticas y el salario social para complementar los ingresos de los trabajadores de la economía social. Más allá de esta importante ampliación, su poder de amortiguación será débil en un contexto general de retracción del empleo, la producción, el consumo y el poder adquisitivo del salario.


    Otra área priorizada de la asistencia social fueron las acciones del Plan Nacional de Seguridad Alimentaria. Para el tercer trimestre de 2016 el programa había utilizado todo su crédito inicial, y hacia fin de año fue reforzado con partidas que representaron un 23,7% más de su presupuesto. A pesar de estas decisiones, los análisis muestran una caída de todos los indicadores (cantidad de comedores asistidos, módulos alimentarios remitidos o capacitaciones a facilitadores), en consonancia con las reiteradas advertencias de dirigentes sociales y comunitarios de una sobredemanda en los comedores originada por un deterioro de las condiciones de vida en los barrios populares. En abril de 2016, Cáritas Argentina ya había abierto veinticinco comedores nuevos en diferentes puntos del país, y sólo en la CABA tuvo que aumentar a sesenta y ocho los comedores que sostiene. La carta de junio del grupo de Curas en la Opción por los Pobres también señaló este incremento en la demanda de asistencia de los sectores más vulnerados.


    Frente a esto, la implementación de la política social de 2016 registra también programas con fuertes retrasos en su implementación y otros directamente discontinuados aun cuando eran relevantes. El Inaes es una de las áreas con más bajos niveles de ejecución. Según las autoridades, se debe a una “reestructuración administrativa”, que incluyó el despido de más de trescientos empleados. También las tareas orientadas a la niñez, la adolescencia y la familia finalizaron el año con subejecución presupuestaria, en especial aquellas orientadas a la asistencia y capacitación de los adultos mayores y de adolescentes en conflicto con la ley penal, y a la promoción y asistencia de los centros de desarrollo infantil. Debemos añadir la discontinuación del programa de Acompañamiento de la Madre y del Recién Nacido–Qunita, por decisión de la Subsecretaría de Atención Primaria de la Salud y la Secretaría de Promoción de Programas Sanitarios y Salud Comunitaria.


    Uno de sus principales planes, el Programa de Recuperación Productiva (Repro), tuvo una importante caída en la cantidad de beneficios mensuales otorgados: mientras que en 2015 su promedio mensual fue de 63.000 trabajadores, y en 2014, de 38.000, en 2016 alcanzó sólo a 25.000.


    3. Las crecientes dificultades en el acceso a un hábitat digno


    Para la mayoría de la población, los indicadores de 2016 muestran un deterioro en las posibilidades de acceso a un hábitat digno.
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